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Los artículos 65 y 66 de la Ley 1709 de 2014, que modificaron los artículos 104 y 105 inciso 1º de la Ley 65 de 1993, establecen que:

“Artículo 104: Las personas privadas de la libertad tendrán acceso a todos los servicios del sistema general de salud de conformidad con lo establecido en la ley sin discriminación por su condición jurídica”. (…)

En relación con tal garantía, la Corte Constitucional en la sentencia T-185 de 2009, precisó que “el derecho a la salud de las personas recluidas en Establecimientos Carcelarios y Penitenciarios posee la misma connotación de fundamental y genera la misma obligación Estatal de satisfacción, no sólo porque se trata de un derecho estrechamente vinculado con el derecho a la vida y a la dignidad humana, sino también por la relación especial de sujeción del recluso frente al Estado y la ausencia de justificación para su limitación dentro del marco general del derecho punitivo”.

El Ministerio de Salud y Protección Social, en Resolución 5159 de 2015 adoptó el Modelo de Atención en Salud para la población privada de la libertad bajo la custodia y vigilancia del INPEC…
La Resolución 5159 de 2015 estableció igualmente, en el artículo 3º que la implementación del modelo de atención en salud corresponde a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios -USPEC- en coordinación con el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC-, para lo cual deben adoptar los manuales técnico administrativos que se requieran y adelantar los trámites necesarios ante el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad.
Para garantizar la prestación de servicio de salud a la PPL, el USPEC suscribió con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL-2017 -integrado por la Fiduprevisora S.A. y la Fiduagraria S.A.- el contrato de fiducia mercantil No 145 de 2019, que tiene como objeto contratar la prestación integral del servicio de salud para la población privada de la libertad a cargo del INPEC, con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Salud para PPL. (…)
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, cinco de mayo de dos mil veinte
Acta N° 0     de 5 de mayo de 2020
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir el recurso de apelación interpuesto por el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 contra la decisión proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, dentro de la acción de tutela iniciada por el señor William de Jesús Vélez Marín, donde también fungen como accionados el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC-, la Dirección del EPMSC CÁRCEL DISTRITAL LA 40, la UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS “USPEC”  y el MINISTERIO DE JUSTICIA Y EL DERECHO.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor William de Jesús Vélez Marín que el día 20 de febrero de 2020 fue recluido en la Cárcel “La 40” de Pereira; que al momento de su ingreso al penal, no le fue realizado el examen médico de ingreso que prevé el artículo 61 del Código Penitenciario; que pasados 7 días fue llevado a la sección de sanidad, pero tampoco en esta oportunidad fue valorado y el personal de enfermería que lo atendió omitió consignar en su registro la información que les suministró relacionada con la hernia inguinal que padece; que a la fecha no ha recibido la atención en salud que requiere.

Refiere que la omisión en que han incurrido las entidades accionadas vulnera sus derechos fundamentales a la salud y a la vida y por esa razón busca su protección a través de este mecanismo excepcional, con el propósito de que se ordene al INPEC y la Fiduprevisora que le brinden la atención en salud que requiere para su condición médica.
TRAMITE IMPARTIDO
La acción correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, que la admitió, concediendo a las accionadas dos (2) días para que se pronunciara al respecto.  Así mismo, ordenó la vinculación del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario “INPEC”, a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios “USPEC”, AL Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 y el Ministerio de Justicia y del Derecho.
El Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL, informó que se encuentra integrado por las Sociedades Fiduprevisora S.A. y Fiduagraria S.A.; que actúa como vocero y administrador del Patrimonio Autónomo del Fondo de Atención en Salud a la Población Privada de la Libertad –PPL-; que suscribió con la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios –USPEC- el contrato  de Fiducia Mercantil No 145 de 2019 cuyo objeto es la “administración y pagos de los recursos dispuestos por el Fideicomitente en el fondo Nacional de Salud de la Personas Privadas de la Libertad”.
Es por lo anterior que estima que no es la llamada a restablecer los derechos fundamentales que afirma el actor le están siendo vulnerados, pues dentro del esquema de atención en salud de la PPL, no se encuentra la prestación de este servicio, dado que esta es una labor asignada a las EPS, IPS y las Empresas Sociales del Estado.
Refiere que ha realizado la contratación de la red prestadora de servicios intramural y extramural del EPMSC PEREIRA (ERE), el cual tiene acceso a la plataforma CRM MILLENIUM – Call Center encargada de generar las autorizaciones en salud que requiera la PPL previa orden médica, encontrándose a cargo del INPEC: i) gestionar la autorización, ii) tramitar las citas medicas, iii) realizar el trámite administrativo y iv) trasladar al interno a las citas autorizadas.
Indica frente al caso concreto, que en dicho aplicativo no tiene registrado ningún servicio solicitado por el señor William de Jesús Vélez Marín, siendo necesario entonces contar con un diagnóstico médico para orientar la atención en salud que requiere el recluso, toda vez que no obra historia clínica ni orden vigente de servicios a su nombre, por lo que el paso a seguir es realizar una primera valoración médica a través de medicina general dentro del mismo establecimiento penitenciario.

De acuerdo con lo expuesto, estima indebida su vinculación a la presente acción de tutela y aspira que así se declare en la sentencia que defina el asunto.

El Ministerio de Justicia también adujo en su defensa la configuración de la falta de legitimación en la causa por pasiva por considerar que ni los hechos, ni pretensiones de la demandada guardan relación con las funciones y competencias de esa Cartera, dado que no tiene a su cargo la administración de los Centros Carcelarios del país, ni es la encargada de prestar el servicio de salud a la PPL.

Informa que las entidades encargadas del modelo de salud de este especial grupo humano, bajo el sistema de referencia y contrareferencia, son el Consorcio Fondo de Atención en Salud de la PPL, la USPEC y el INPEC, conforme lo regula la Resolución No 5159 de 2015, modificada por la Resolución No 3195 de 2016, que que incluye a las entidades que administran los regímenes contributivo, especiales o de excepción de salud.
La Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios –USPEC- luego de hacer un recuento normativo y jurisprudencial relacionado con el derecho a la salud de la población privada de la libertad y poner en contexto a la Sala de los pormenores del contrato de fiducia mercantil no 145 de 2019, suscrito por esa entidad con el consorcio Fondo Nacional de Atención en salud de la PPL, señaló que son las Instituciones Prestadoras de Salud contratadas por dicho fondo las encargadas de brindar el servicio de salud a quienes se encuentran privados de la libertad.

Respecto a la responsabilidad del INPEC, señala que, con el fin de verificar su estado físico, patologías y cualquier afección que padezca, a este le compete la realización del examen médico al procesado o condenado que ingresa a un centro de reclusión, de manera que le sea posible elaborar una ficha médica completa, conforme lo establece el artículo 61 de la Ley 65 de 1993. 
Posteriormente y luego dar a conocer en qué consiste la atención intramural y extramural  y cómo funciona, señaló en el caso concreto que la expedición de las autorizaciones de servicios médicos requeridos por el actor respecto a la patología que actualmente padece –hernia inguinal-, le corresponde al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL-2019 y a la EPMSC PEREIRA, le concierne materializarlas y efectivizarlas ante la entidad prestadora del servicio médico.
No obstante ese procedimiento, señala que la atención primaria del interno debe ser en el área de sanidad (medico general) del establecimiento penitenciario y carcelario, siendo esta la dependencia que remite al paciente a la consulta con el médico especialista.

Es por lo expuesto que considera no ser la entidad que ha vulnerado los derechos fundamentales del señor Vélez Marín.
El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, al igual que las demás accionadas afirmó no ser la responsable de la vulneración que alega el actor, pues no tiene competencia ni es su responsabilidad agendar citas medicas o prestar el servicio de salud, ya que esa función se encuentran a cargo de la “UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS USPEC CONSORCIO FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2017”, conclusión que se encuentra soportada en el rol que desempeña cada entidad en la prestación del servicio integral de salud de la PPL, de conformidad con lo dispuesto en los Decretos 4150 y 4151 de 2011, 1069 de 2015 y 1142 de 2016.
También refiere que no existe evidencia en plenario que esa entidad haya incumplido con las funciones asignadas por la ley y los reglamentos, en tanto se ha mantenido fiel a sus deber funcional y ha llevado a cabo de manera eficiente sus labores de vigilancia y custodia, sin que se tenga noticia que ha negado al accionante el libre acceso a los servicios de sanidad en el centro penitenciario.
El Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y  Carcelario de Pereira, dentro de la actuación de primera instancia, no efectuó ningún pronunciamiento.

Llegado el día del fallo, la funcionaria de primer grado amparó los derechos fundamentales a la vida, salud y vida en condiciones dignas del señor William  de Jesús Vélez Marín, razón por la cual ordenó al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL expedir las autorizaciones pertinentes para la atención medica relacionada con el problema inguinal que padece.
Así mismo ordenó al director del EPMSC ERE Pereira, gestionar a través del CONTAC CENTER la autorización y consecuente programación de la cita médica para el interno y de ser necesario el traslado al sitio de atención que sea dispuesto para ello.

A tal determinación llegó la a quo luego de advertir que la obligada a prestar los servicios de salud es dicha entidad, bajo la vigilancia por parte de la USPEC y la colaboración del INPEC para la consecución de citas dentro y fuera del penal, tal como lo regula el Manual Técnico Administrativo para la Prestación del Servicio de Salud a la Población Privada de la Libertad.
Inconforme con lo decidido, el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2019 impugnó el fallo trayendo a colación iguales argumentos a los expuestos al momento de dar respuesta a la acción.
Insiste en la inexistencia de órdenes médicas expedidas al paciente, así como la indicación de atención primaria de medicina general que permitiera establecer el tratamiento a seguir, al paso que hace notar que debe mediar,  por escrito, el procedimiento que prescriba el médico encargado del caso para proceder con la autorización de los servicios.

Por último pone de manifiesto que la Alerta Sanitaria por el COVID-19 que impuso medidas que estarán vigentes hasta el 30 de mayo de 2020, como la de no permitir el traslado de la Población Privada de la Libertad de los centros carcelarios a las diferentes IPS cuando la atención no sea de carácter vital, se encuentra acorde con lo establecido en la Resolución 385 de 2020 del Ministerio de Salud.
Es por lo anterior que solicita su desvinculación al trámite y la modificación de la decisión teniendo en cuenta las medidas relacionadas con la pandemia mundial. 

CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Qué entidad debe garantizar el servicio de salud de la población carcelaria del país?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DEL DERECHO A LA SALUD DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD.

Los artículos 65 y 66 de la Ley 1709 de 2014, que modificaron los artículos 104 y 105 inciso 1º de la Ley 65 de 1993, establecen que: 

“Artículo 104: Las personas privadas de la libertad tendrán acceso a todos los servicios del sistema general de salud de conformidad con lo establecido en la ley sin discriminación por su condición jurídica. Se garantizarán la prevención, diagnóstico temprano y tratamiento adecuado de todas las patologías físicas o mentales. Cualquier tratamiento médico, quirúrgico o psiquiátrico que se determine como necesario para el cumplimiento de este fin será aplicado sin necesidad de resolución judicial que lo ordene. En todo caso el tratamiento médico o la intervención quirúrgica deberán realizarse garantizando el respeto a la dignidad humana de las personas privadas de la libertad.
En todos los centros de reclusión se garantizará la existencia de una Unidad de Atención Primaria y de Atención Inicial de Urgencias en Salud Penitenciaria y Carcelaria.

Se garantizará el tratamiento médico a la población en condición de discapacidad que observe el derecho a la rehabilitación requerida, atendiendo un enfoque diferencial de acuerdo a la necesidad específica.  

Artículo 105: El Ministerio de Salud y Protección Social y la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec) deberán diseñar un modelo de atención en salud especial, integral, diferenciado y con perspectiva de género para la población privada de la libertad, incluida la que se encuentra en prisión domiciliaria, financiado con recursos del Presupuesto General de la Nación. Este modelo tendrá como mínimo una atención intramural, extramural y una política de atención primaria en salud”. 
En relación con tal garantía, la Corte Constitucional en la sentencia T-185 de 2009, precisó que “el derecho a la salud de las personas recluidas en Establecimientos Carcelarios y Penitenciarios posee la misma connotación de fundamental y genera la misma obligación Estatal de satisfacción, no sólo porque se trata de un derecho estrechamente vinculado con el derecho a la vida y a la dignidad humana, sino también por la relación especial de sujeción del recluso frente al Estado y la ausencia de justificación para su limitación dentro del marco general del derecho punitivo”.

Más recientemente, en Sentencia T- 588A-2014, la Alta Magistratura indicó: 

“De igual forma, se ha estipulado que el Estado tiene la obligación de utilizar todos los medios necesarios para garantizar la salud en condiciones oportunas, adecuadas, eficientes y continuas, de tal manera que se mantenga la vida del interno en un contexto digno y de calidad. Esta obligación se genera, no sólo porque el Estado es el encargado de la organización, dirección y reglamentación de la salud; sino también surge como consecuencia de que los internos únicamente cuentan con los servicios médicos que ofrece la cárcel a través de la EPS contratada.”
2. ENTIDADES ENCARGADAS DE LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS DE SALUD DE LA POBLACIÓN RECLUIDA EN LOS ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS DEL PAÍS.
El Ministerio de Salud y Protección Social, en Resolución 5159 de 2015 adoptó el Modelo de Atención en Salud para la población privada de la libertad bajo la custodia y vigilancia del INPEC, el cual, la Corte Constitucional en la T-193-17 resumió así:

(i) Prestación de los servicios de salud. Establece que todos los centros de reclusión deben contar con una Unidad de Atención Primaria y de Atención Inicial de Urgencias en Salud Penitenciaria y Carcelaria, en donde se prestarán los servicios definidos en el Modelo de Atención en Salud. Indica así mismo que cada interno será atendido en esa Unidad de Atención Primaria una vez ingrese al establecimiento de reclusión, con el fin de realizar una valoración integral y orientar los programas de salud pertinentes.

(ii) Red prestadora de servicios de salud. La define como el conjunto articulado de prestadores que trabajan de manera organizada y coordinada, que buscan garantizar la calidad de la atención en salud y ofrecer una respuesta adecuada a las necesidades de la población interna, en condiciones de accesibilidad, continuidad, oportunidad, integralidad y eficiencia en el uso de los recursos. La red incluye: 

- Prestadores de servicios de salud primarios intramurales: se encuentran ubicados en la Unidad de Atención Primaria y de Atención Inicial de Urgencias en Salud Penitenciaria y Carcelaria de los distintos establecimientos de reclusión, mediante los cuales los usuarios acceden inicialmente al servicio. 

- Prestadores de servicios de salud primarios extramurales: están ubicados por fuera de los establecimientos de reclusión, a través de los cuales los usuarios acceden al servicio cuando no es posible la atención por parte del prestador de servicios de salud primario intramural. 

- Prestadores complementarios extramurales: se encuentran ubicados por fuera de los establecimientos de reclusión y requieren de recursos humanos, tecnológicos y de infraestructura de mayor tecnología y especialización que no se encuentra disponible en la red de prestadores de servicios de salud primarios intramurales y extramurales. 

iii) Sistema de referencia y contra referencia. Es definido como el conjunto de procesos, procedimientos y actividades técnicas y administrativas que permiten prestar adecuadamente los servicios de salud a la población interna. La referencia es el traslado de pacientes o elementos de ayuda diagnóstica por parte de un prestador de servicios de salud a otro prestador, para la atención o complementación diagnóstica, por contar con mayor tecnología y especialización. La contra referencia es la respuesta que el prestador de servicios de salud receptor da al prestador que remitió; es decir, es la remisión del paciente con las debidas indicaciones a seguir, de la información sobre la atención prestada al paciente en la institución receptora o del resultado de las solicitudes de ayuda diagnóstica.

(iv) Salud pública. El modelo señala que, como toda la población colombiana, las personas privadas de la libertad tienen derecho, sin discriminación, a disfrutar el más alto nivel de salud posible y, por tanto, ser partícipes de las políticas que en materia de salud pública se desarrollen en el país. Establece además las responsabilidades de los actores en materia de salud pública, esto es, de la USPEC, el INPEC, de las entidades territoriales y de los prestadores de servicios de salud.

La Resolución 5159 de 2015 estableció igualmente, en el artículo 3º que la implementación del modelo de atención en salud corresponde a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios -USPEC- en coordinación con el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC-, para lo cual deben adoptar los manuales técnico administrativos que se requieran y adelantar los trámites necesarios ante el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad.

3. DEL MANUAL TECNICO ADMINISTRATIVO PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE SALUD A LA POBLACIÓN PRIVADA DE LA LIBERTAD.

Para garantizar la prestación de servicio de salud a la PPL, el USPEC suscribió con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL-2017 -integrado por la Fiduprevisora S.A. y la Fiduagraria S.A.- el contrato de fiducia mercantil No 145 de 2019, que tiene como objeto contratar la prestación integral del servicio de salud para la población privada de la libertad a cargo del INPEC, con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Salud para PPL.
A su vez, el manual técnico administrativo para la prestación del servicio de salud a la población privada de la libertad establece las funciones de cada una de las entidades involucradas en este proceso.

Respecto al examen de ingreso, el numeral 7.2.1.2.1 establece:

“Define la Ley 1709 de 2014 que “al momento de ingresar un procesado o condenado al centro de reclusión se le abrirá el correspondiente registro en el Sistema de Información de Sistematización Integral del Sistema Penitenciario y Carcelario (SISIPEC) y deberá ser sometido a examen médico, con el fin de verificar su estado físico, patologías y demás afecciones para la elaboración de la ficha médica correspondiente. Si durante la realización del examen se advierte la necesidad de atención médica se dará la misma de inmediato. 

Cuando se advierta trastornos psíquicos y mentales se remitirá para valoración psiquiátrica y se comunicará al juez que corresponda con el fin de que se dé la orden de traslado a uno de los establecimientos de que trata el artículo 24 de la Ley 65 de 1993, si la enfermedad es incompatible con la privación de la libertad en un establecimiento penitenciario o carcelario” 

El Examen de Ingreso tiene como propósito identificar el estado de salud física y mental del interno y mediante un análisis a la población general, permite identificar las principales causas de morbilidad en el ingreso al ERON. 

Este debe realizarse en coordinación con el grupo de reseña de cada establecimiento quienes son los encargados de aportar el listado con los nombres de los internos que ingresan al establecimiento. Es de vital importancia que el interno esté debidamente reseñado a fin de garantizar la plena identidad.
El establecimiento será el responsable de designar el área donde se realizará el examen de ingreso. El Examen de Ingreso es obligatorio para la asignación del patio y programa en salud, de ser el caso. 

El examen de ingreso debe quedar archivado en la Historia Clínica del interno, con copia en la Hoja de Vida y los demás registros de control en el área de sanidad del establecimiento del INPEC. Medida que se adoptará mientras se realiza la respectiva sistematización de la historia clínica. Cuando se inicie el proceso de sistematización, el Examen de Ingreso solo quedará en la HC”.

4. CASO CONCRETO

En el presente asunto, el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, aduce que es imperiosa la vinculación del EPMSC Pereira (ERE), toda vez que considera que no existe orden médica que determine la pertinencia de que el señor Vélez Marín sea remitido a un especialista para revisión de la presunta patología de hernia ingüinal que afirma padecer, la cual no cuenta con valoración por medicina general ni tratamiento definido, de allí que no existan órdenes médicas por autorizar.
Lo primero que debe indicarse es que desde la admisión de la acción fue vinculada a la litis el EPMSC Pereira (ERE); sin embargo durante el trámite surtido en primer grado, no se pronunció en torno a la acción que hoy ocupa la atención de la Sala. 

Precisado lo anterior, se tiene entonces que, de acuerdo con el líbelo inicial, el actor reprocha la omisión en que incurrió la entidad encargada de su custodia y vigilancia al interior del Establecimiento Penitenciario de Medina Seguridad y Carcelario de Pereira “La 40”, consistente en la no realización del examen de ingreso que ordena la ley, ni en la verificación de las preexistencias patológicas por él reportadas, situación que le ha impedido continuar o establecer el tratamiento a seguir.

Teniendo en cuenta que dentro del trámite de primer grado el Establecimiento Penitenciario de Medina Seguridad y Carcelario de Pereira –ERE- “La 40” guardó silencio respecto a los hechos y pretensiones en que se fundamenta la presente acción constitucional y que el INPEC en su momento no desvirtuó el relato fáctico del actor, es posible considerar que, en efecto, no fue valorado por el área de sanidad al momento de ser recluido en la penitenciaria y no se tuvo en cuenta la información suministrada respecto a la patología “hernia ingüinal” que refiere padecer.

Para resolver el problema jurídico planteado, es necesario establecer que dentro del esquema de la prestación del servicio de salud de la población privada de la libertad, el primer interviniente dentro de este proceso es el establecimiento penitenciario y el área asignada por éste para realizar el examen de ingreso al interno; sin ello,  no es posible desplegar todo el sistema, que involucra al INPEC, al Consorcio impugnante y a la USPEC, pues sin determinar la condiciones médicas y padecimientos de quien ingresa al penal, resulta imposible brindar un servicio de salud eficiente.

En este punto entonces erró la funcionaria de primer grado, ya que no podía ordenar al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2019 expedir autorizaciones para la atención médica relacionada con la patología referirá por el recluso –hernia inguinal–, porque primero era imperiosa la valoración de ingreso y la verificación de la existencia de la patología, para luego, de acuerdo con el tratamiento previsto por el médico encargado del área, desplegar todo el modelo de salud antes descrito.  Vale anotar que el padecimiento que afirma el actor le aqueja en la actualidad, no cuenta con respaldo clínico que permita establecer, desde ya, que en efecto se encuentra debidamente diagnosticado por un profesional de la salud. 
De acuerdo con lo narrado, si bien concuerda la Sala con el análisis de primer grado en lo que toca a la vulneración de los derechos fundamentales del señor William de Jesús Vélez Marín, no ocurre igual respecto al responsable del agravio, pues como viene de verse la afectación deviene de la omisión en la que incurrió el Establecimiento Penitenciario de Medina Seguridad y Carcelario de Pereira –ERE- “La 40”, al no realizar oportunamente el examen de ingreso al nuevo recluso.

De acuerdo con lo anterior, el ordinal segundo de la decisión impugnada será revocado, dado que el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL no ha vulnerado los derechos del interno y, el ordinal tercero se modificará para ordenar al EPMSC ERE PEREIRA –“La 40”- a través de su director Coronel (R) Diego Felipe Gallego Martínez o quien haga sus veces que, en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, disponga que el área correspondiente proceda a efectuar el examen de ingreso al señor William de Jesús Vélez Marín, así como a dar cabal cumplimiento al protocolo establecido en la Ley 109 de 2014 y el numeral 7.2.1.2.1 de Manual Técnico Administrativo para la Prestación del Servicio de Salud de la Población Privada de la Libertad a cargo del Inpec.

En igual sentido, en caso de requerir el interno atención adicional, como consecuencia de los hallazgos médicos y clínicos resultantes de la anterior valoración, deberá el establecimiento, a través de la dependencia o funcionario encargado, realizar dentro de igual término, todas las actuaciones a su cargo para concretar el servicio, si este es bajo la modalidad intramural.   
Si se trata de un servicio que no tiene el carácter de vital y debe ser prestado bajo la modalidad extramural, realizarán las gestiones pertinentes para que sea llevado a cabo una vez finalicen las medidas establecidas por el INPEC, consistentes en la restricción de traslados de internos a entidades prestadoras de salud para recibir atención médica  que no sea de urgencia vital.  Estas directrices fueron adoptadas en virtud a la  Directiva No 0000004 del 11 de marzo de 2020 y en cumplimiento con lo dispuesto en el numeral 2.9 de la Resolución No 385 de 2020 expedida por el Ministerio de Salud que declaró al país en emergencia sanitaria hasta el 30 de mayo de 2020.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:
PRIMERO: REVOCAR el ordinal SEGUNDO de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad el día 18 de marzo de 2020.

SEGUNDO: MODIFICAR el ordinal TERCERO el cual quedará así:

TERCERO:  ORDENAR al Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario Pereira –“La 40”- a través de su director Coronel (R) Diego Felipe Gallego Martínez o quien haga sus veces, que en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas proceda, si no lo ha hecho, a disponer al área correspondiente efectuar el examen de ingreso al señor William de Jesús Vélez Marín, así como a dar cabal cumplimiento al protocolo establecido en la Ley 109 de 2014 y en numeral 7.2.1.2.1 de Manual Técnico Administrativo para la Prestación del Servicio de Salud de la Población Privada de la Libertad a cargo del INPEC.

En igual sentido, en caso de requerir el interno atención adicional como consecuencia de los hallazgos médicos y clínicos resultantes de la anterior valoración, deberá el establecimiento, a través de la dependencia o funcionario encargado, realizar dentro de igual término, todas las actuaciones a su cargo para concretar el servicio, si este es bajo la modalidad intramural.   

Si se trata de un servicio que no tiene el carácter de vital y debe ser prestado bajo la modalidad extramural, deberán adelantarse las gestiones pertinentes para que sea realizado una vez finalicen las medidas establecidas por el INPEC adoptadas en virtud a la  Directiva No 0000004 del 11 de marzo de 2020 y en cumplimiento con lo dispuesto en el numeral 2.9 de la Resolución No 385 de 2020 expedida por el Ministerio de Salud que declaró la emergencia sanitaria hasta el 30 de mayo de 2020.

TERCERO: NOTIFICAR esta decisión a las partes por el medio más expedito.
CUARTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión, una vez finalicen las medidas adoptadas por el Consejo Superior de la Judicatura en atención a la pandemia mundial por el COVID-19.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada

ALEJANDRA MARÍA HENAO PALACIO
Magistrada
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